






Regionalismo: una estratégia para lidiar con la migración a 
causa de las crisis
Liliana Lyra Jubilut y Erika Pires Ramos
Las soluciones regionales se están convirtiendo en una herramienta estratégica para lidiar con la 
falta de un acuerdo global para la protección de los migrantes a causa de las crisis.
El alcance, la escala y la complejidad crecientes 
de los movimientos de población que no están 
cubiertos por los mandatos existentes de los 
organismos de ayuda internacional o de los 
Estados (y que en general afectan a varios países 
a lo largo de una ruta migratoria) ponen a prueba 
la capacidad de éstos últimos en concreto para 
responder y señalan la necesidad de establecer 
estrategias conjuntas. Con el fin de abordar la falta 
de protección jurídica o de estatus de las personas 
implicadas en tales movimientos, hay propuestas 
que van desde la expansión de los actuales sistemas 
y regímenes –principalmente una ampliación del 
concepto normativo de refugiado– a la creación 
de nuevos conceptos jurídicos e instituciones. Sin 
embargo, pocos han sido los logros a pesar de las 
propuestas en marcha que ya existen, de entre 
las cuales hay dos que merecen una mención.
En primer lugar se encuentra el borrador del 
Convenio para la Protección de las Personas 
en Casos de Desastre que está desarrollando 
la Comisión de Derecho Internacional de la 
ONU, que pretende regular la cooperación y la 
asistencia entre los Estados afectados y aquellos 
que no lo están, mediante el establecimiento 
del deber de cooperar, pedir ayuda, aprobar 
la participación de asistencia externa y ofrecer 
asistencia a personas afectadas por desastres.1 
El segundo es el Proyecto para un Convenio sobre el 
Estatuto Internacional de las Personas Desplazadas 
Ambientales, redactado por grupos de investigación 
de la Universidad de Limoges y otros colaboradores 
(particulares e instituciones), que propone que se 
reconozca un estatus legal específico para una nueva 
categoría de migrantes, es decir, las víctimas reales y 
potenciales de desastres naturales, medioambientales 
y tecnológicos.2 Esta propuesta no generará nuevos 
derechos para las personas afectadas ni la obligación 
de protegerlas para los Estados, pero busca adaptar 
la protección de los derechos humanos existentes 
a las condiciones específicas de las personas 
desplazadas por razones medioambientales.
La aparente falta de éxito de éstas y otras iniciativas 
parece derivarse de la falta de predisposición a 
adoptar conceptos prácticos de responsabilidad 
compartida; de la constante vinculación de la 
migración (incluso de los desplazamientos forzados) 
con los problemas económicos y de seguridad; y 
la percepción de que éste es un problema para el 
que no bastará con comprometerse una vez, dado 
que requiere una voluntad política de realizar 
esfuerzos y conseguir soluciones a largo plazo.
Una alternativa que podría permitir nuevos 
desarrollos es centrarse en los regionalismos. Esta 
estrategia no competiría con los esfuerzos existentes 
pero podría complementarlos. El regionalismo 
parece estar funcionando con los desplazados 
internos en ausencia de un sistema global, en 
especial desde la Convención de Kampala. También 
ha funcionado en el contexto latinoamericano de 
los refugiados mediante una ampliación de su 
definición en la Declaración de Cartagena,3 así 
como el enfoque regional hacia los reasentamientos 
que se deriva de la revisión periódica de este 
documento4. La Declaración de Principios del 
MERCOSUR sobre la Protección Internacional 
de los Refugiados destacó en 2012 la necesidad 
de reforzar el espacio humanitario regional, 
animando a todos los Estados a adoptar lo que sería 
la definición más amplia del término “refugiado” 
desde la Declaración de Cartagena de 19845. 
En la misma región, la institución de asilo político 
– reconocida por el derecho internacional regional 
desde el siglo XIX y por el Tribunal Internacional 
de Justicia como derecho consuetudinario desde 
mediados del siglo XX – es otro ejemplo de 
iniciativa regional para la migración. A la luz de 
los efectos regionales de la migración causada 
por crisis, las soluciones regionales que se hacen 
a medida de supuestos específicos serían más 
aceptables a nivel político y por tanto más efectivas 
y fáciles de aplicar que las fórmulas universales. 
De hecho, parece que la solidaridad a nivel regional 
– o al menos la percepción de que los problemas y 
situaciones se comparten a nivel regional – tiene 
más probabilidades de triunfar en el mundo 
actual, lo que daría tiempo al sistema global para 







los migrantes. Dicho enfoque en el regionalismo 
no pondría en peligro ninguna búsqueda 
internacional de soluciones universales, sino que 
promovería un enfoque basado en los derechos 
que sería aplicable a situaciones humanitarias. 
Dicho esto, las iniciativas regionales existentes no 
quitan la necesidad de adoptar un instrumento y 
una política globales que establezcan estándares de 
protección mínimos para las personas desplazadas 
internas y externas y que, en caso necesario, 
proporcionen acceso a la asistencia internacional, 
sino que supondrían un paso más hacia ellos. En 
este sentido, el regionalismo surge – especialmente 
en Latinoamérica – como una opción estratégica que 
puede promover un diálogo abierto entre Estados 
y actores no estatales. Puede, por tanto, estimular 
una cooperación para elaborar políticas y marcos 
jurídicos más coherentes a la hora de abordar las 
consecuencias que sufren los países de la región, y 
permitir una protección eficaz para dichos migrantes.
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1. Proyecto sobre la Protección de las Personas en Casos de 
Desastre http://legal.un.org/ilc/reports/2012/spanish/chp5.pdf 
2. Propuesto en 2008 por el Centro Internacional de Derecho 
Ambiental Comparado (CIDCE, por sus siglas en francés), 
el Centre de Recherche Interdisciplinaire en Droit de 
l’Environnement, de l’Aménagement et de l’Urbanisme 
(CRIDEAU) y el Centre de Recherche sur les Droits de la Personne 
(CRDP) y otros, se encuentra todavía en fase de revisión. Proyecto 
de Convenio Relativo al Estatuto Internacional de los Desplazados 




5. Declaración de Principios sobre la Protección Internacional de 
los Refugiados. En portugués en:  
http://tinyurl.com/Declaration-MERCOSUR
 
La tensión ambiental, el desplazamiento y el reto de los 
derechos de protección
Roger Zetter y James Morrissey
El examen de los historiales migratorios y de las actuales políticas en Kenia, Bangladesh, Vietnam, 
Etiopía y Ghana arroja luz sobre el modo en que están articulados los derechos para los colectivos 
e individuos desplazados en un contexto de tensión ambiental y de cambio climático. Tanto la 
migración como los derechos son cuestiones sensibles en los países objeto de nuestro estudio, y la 
conjunción de ambos resulta especialmente delicada.
La existencia de lagunas en la protección de las 
personas desplazadas por causas ambientales 
resulta sorprendente dado el alcance de la protección 
disponible para otros colectivos de poblaciones 
desplazadas en el Derecho nacional e internacional. 
Sin embargo, tiene poco sentido favorecer a los 
individuos desplazados por el cambio climático 
(u otras formas de tensión ambiental) sobre otros 
“migrantes involuntarios” que se desplazan por 
distintas razones y que del mismo modo se quedan 
fuera de las categorías establecidas o, también, 
para quienes ya se han establecido aparatos de 
protección como los Principios Rectores de los 
Desplazamientos Internos1. De hecho, a excepción 
de la Convención de la Unión Africana para la 
Protección y Asistencia a los Desplazados Internos 
en África de 2009 (conocida como la Convención 
de Kampala)2, no existen instrumentos jurídicos 
o normas internacionales que traten de forma 
específica el tema de la protección de los derechos 
de aquellos a los que su desplazamiento pudiera 
atribuirse de algún modo a factores climáticos o 
ambientales. No obstante, los países que han sido 
objeto de nuestro estudio no han aplicado estos 
instrumentos a las situaciones de desplazamiento 
relacionadas con cambios ambientales. Este 
artículo indaga en por qué esto es así.
Desplazamiento, protección y derechos
En términos generales, la protección en relación 
a la gente que se desplaza tiene que ver con la 
seguridad física y psicológica, la dignidad y la 
reducción de los factores de vulnerabilidad, como 
garantizar o salvaguardar los derechos políticos, 
civiles, sociales, económicos y culturales, entre 
ellos, la libertad de movimiento. La tensión 
ambiental en general y el cambio climático en 
particular afectan potencialmente al disfrute 
de esta variedad de derechos protegidos a nivel 
nacional e internacional. En otras palabras, 
